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I. CONSIDERACIONES INICIALES 
La modificación de las competencias locales se presenta como uno de los fines 
fundamentales de una futura Ley sobre el régimen local desde el momento mismo en 
el que el Gobierno anuncia su voluntad de reformar la Ley 7/1985, de 2 de abril, re-
guladora de las Bases del Régimen Local (LBRL). La Exposición de Motivos del primer 
borrador conocido de Anteproyecto de Ley, fechado el 13 de julio de 2012, es suficien-
temente explícita al respecto cuando afirma que la norma de 1985 «diseñó un modelo 
competencial que ha dado lugar a disfuncionalidades, generando en no pocos supues-
tos, situaciones de concurrencia competencial entre varias Administraciones públicas, 
duplicidad en la prestación de servicios, o que los Ayuntamientos presten servicios 
sin un título competencial específico que les habilite para ello y sin contar con los 
recursos adecuados». Considera, por ello, «llegado el momento de someter a una revi-
sión profunda el conjunto de disposiciones relativas al complejo estatuto jurídico de la 
Administración local» con el objetivo básico, entre otros, de «clarificar las competencias 
municipales para evitar duplicidades con las competencias de otras Administraciones». 
Se trata, insistía, «de definir con más precisión las competencias que deben ser desa-
rrolladas por la Administración local, diferenciándolas de las competencias estatales y 
autonómicas» y de que «las Entidades locales no vuelvan a asumir competencias que 
no les atribuye la ley y para las que no cuentan con la financiación adecuada». 
Al servicio de este confesado propósito de reordenación de las competencias 
locales, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad 
de la Administración local (LRSAL), aún cuando mantiene el modelo competencial 
diseñado en 1985, introduce modificaciones muy importantes en las distintas clases 
de competencias de los Municipios. Así la LBRL reformada sigue estableciendo en 
SU artículo 2.1 que «para la efectividad de la autonomía garantizada constitucional-
mente», la «legislación del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora 
de los distintos sectores de acción pública, según la distribución constitucional de 
competencias, deberá asegurar a los Municipios» su «derecho a intervenir en cuantos 
asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las compe-
tencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se 
trate y a la capacidad de gestión de la Entidad Local», si bien, entre los principios que 
han de regir esa asignación, priva al de proximidad del calificativo de «máxima» que 
lo acompañaba en la redacción originaria de la norma e incorpora los de eficacia y 
eficiencia, así como «la estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria 
y sostenibilidad financiera». La atribución de competencias a las entidades locales se 
ha de producir pues, en aplicación de la disposición vigente, «de conformidad con 
los principios de descentralización, proximidad, eficacia y eficiencia, y con estricta 
sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera». 
En su concreción de las competencias locales, el artículo 7 de la LBRL mantie-
ne la diferencia entre competencias propias y competencias atribuidas por delega-
ción. Las primeras, de las que ahora se establece que «solo podrán ser determinadas 
por Ley», se ejercen, como determina el apartado 2° del precepto no alterado en 
este punto, «en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo 
siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás 
Administraciones Públicas». Las competencias delegadas, de otra parte, son, como 
señala el apartado 3° en una nueva redacción, las que «se ejercen en los términos 
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con 
sujeción a las reglas establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección 
y control de oportunidad y eficiencia». La novedad más significativa de la reforma 
de este precepto es, no obstante, la que se produce con la introducción de un nuevo 
apartado, el 4°, que faculta a las entidades locales para «ejercer competencias distin-
tas de las propias y de las atribuidas por delegación cuando no se ponga en riesgo 
la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal, de acuerdo con 
los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera y no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio 
público con otra Administración Pública». 
La LRSAL modifica también el artículo 25 al introducir alteraciones importantes 
en los ámbitos materiales sobre los que los Municipios pueden ejercer competencias 
en los términos establecidos por el legislador sectorial, e imponer condiciones para 
su atribución a fin de garantizar los «principios de estabilidad, sostenibilidad finan-
ciera y eficiencia del servicio o la actividad» y asegurar «que no se produce una atribu-
ción simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública». Además, 
si en la redacción originaria de la norma quedaba claro que el listado de materias 
de su apartado 2° constituía un mínimo susceptible de ampliación por el legislador 
sectorial, en el precepto reformado parece, a resultas de la desaparición en el apar-
tado 1° de la mención a «toda clase» de actividades y a «cuantos» servicios puedan 
promover los Municipios, así como de la inclusión, en lo que hace a «la realización 
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de actividades y prestación de servicios», de la mención a «los términos previstos en 
este artículo», que dicho listado se ha convertido en un numurus clausus que impide 
que la norma sectorial pueda atribuir competencias fuera de las materias que en él 
se determinan. Así lo entendieron, de hecho, los primeros analistas de la norma 
en una interpretación avalada por el propio Consejo de Estado y algunos Consejos 
consultivos autonómicos', pero que, sin embargo, parece hoy superada en beneficio 
de aquella otra que entiende que el elenco de materias del artículo 25.2 de la LBRL 
sigue constituyendo un mínimun que no impide la atribución de competencias en 
otros ámbitos materiales distintos. Una interpretación propiciada en buena medida, 
y a su vez respaldada, por las disposiciones dictadas para la aplicación de la LRSAL 
por numerosas Comunidades Autónomas y ante las que el Estado no ha reaccionado 
elevando el asunto ante el Tribunal Constitucional que, no obstante, habrá de pro-
nunciarse sobre el particular toda vez que el artículo 1.8 de la Ley 27/2013, que es 
el que da nueva redacción al 25 de la norma de 1985, figura entre los preceptos im-
pugnados ante este Tribunal2. Ahora bien, este estudio no tiene por objeto el análisis 
de la reforma del artículo 25 de la LBRL ni tampoco el examen de las modificaciones 
introducidas en las competencias delegadas del artículo 27 o el nuevo régimen de las 
«competencias distintas de las propias y de las ejercidas por delegación» en conexión 
con la supresión de las «competencias complementarias» del derogado artículo 283. 
Mi atención se centra en los servicios municipales mínimos o, lo que es lo mismo, 
en la reforma del artículo 26 de la LBRL por la LRSAL. Un precepto que acaparó 
buena parte de la discusión política y la atención de la doctrina cuando se pone en 
marcha la tramitación de la Ley y se van filtrando sus primeros borradores, pero que 
hoy, sin embargo, parece haber perdido buena parte de ese protagonismo inicial, 
aún cuando los problemas interpretativos que plantea son relevantes y su aplicación, 
cuando efectivamente se produzca, haya de suponer cambios muy importantes en los 
Municipios de menos de 20.000 habitantes. 
1. Dictámenes del Consejo de Estado 567/2013, de 26 de junio al Anteproyecto de Ley y 
338/2014, de 22 de mayo, emitido con ocasión del conflicto planteado en defensa de la au-
tonomía local. Al respecto pueden verse también los Dictámenes del Consejo consultivo de 
Andalucía 165/2014, de 12 de marzo, y 8/2014, de 27 de febrero del Consejo de Garantías 
estatutarias de Cataluña. 
2. Concretamente por los Parlamentos de Cataluña, Andalucía y Navarra, Asamblea legislati-
va de Extremadura, y Gobiernos de Cataluña, Andalucía y Canarias. El precepto es objeto 
también del recurso interpuesto por más de cincuenta diputados de diferentes fuerzas 
políticas. En el BOE número 132 de 31 de mayo de 2014, están publicadas las providencias 
del pleno del Tribunal Constitucional de admisión a trámite de los diferentes recursos. 
3. Cuestiones de las que me he ocupado en el trabajo «La reforma del régimen local: 
Las competencias municipales» (Legislación de crisis y su incidencia en el Estado de 
las Autonomías, XVI Jornadas de Estudio del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, 
Instituto Andaluz de Administración Pública, en prensa) al que me remito así como a la 
bibliografía que en el se cita. 
II. LOS SERVICIOS MUNICIPALES MÍNIMOS EN EL ORIGEN DE LA REFORMA. 
LA MODIFICACIÓN DEL MODELO INICIALMENTE PREVISTO EN EL CURSO DE 
LA ELABORACIÓN DE LA LEY 
La comprensión del nuevo artículo 26 de la LBRL se ve facilitada por el análi-
sis de los cambios que el precepto sufre a lo largo del proceso que culmina con la 
aprobación, en julio de 2013, del Proyecto de LRSAL, en los que, como vamos a ver, 
quedan reflejadas concepciones distintas sobre el papel que las Diputaciones han de 
desempeñar en la prestación de los servicios de los Municipios de menos de 20.000 
habitantes, objetivo claro, desde el primer momento, de la reforma propuesta por 
el Gobierno. 
1. LA OPCIÓN ORIGINARIA: LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS POR LAS DIPUTA-
CIONES CUANDO LOS MUNICIPIOS NO RESPETARAN SU «COSTE ESTÁNDAR» 
El primer borrador Anteproyecto de Ley que se difunde, en julio de 2012, con-
tiene, en términos que mantienen y perfilan las versiones fechadas el 18 de febrero 
y 24 de mayo de 2013, una propuesta de regulación del artículo 26 de la LBRL que 
puede considerarse, en esos momentos, una de las modificaciones más relevantes, 
quizás la más importante, de cuantas afectan al régimen establecido por la Ley de 
1985. La nueva redacción dada al apartado 2° preveía que por Real Decreto se esta-
blecería «el coste estándar de los servicios previstos en este precepto, determinando 
la periodicidad y procedimiento de evaluación de los mismos», así como «las condi-
ciones en que los Municipios deben publicar el coste y la eficiencia de estos mismos 
servicios». Este coste se convierte en la base para la reordenación de los servicios 
de los Municipios de menos de 20.000 habitantes en los términos previstos en el 
apartado 3° del artículo. En estos Municipios, «las Diputaciones provinciales, o los 
Cabildos o Consejos insulares en su caso, asumirán el ejercicio de la competencia 
para la prestación común y obligatoria, a nivel provincial o infraprovincial, de los 
servicios previstos en este precepto, cuando la prestación en el ámbito municipal, ya 
sea en razón de la naturaleza del servicio, la población o la sostenibilidad financiera, 
no cumpla con el coste estándar de los servicios a que se refiere el apartado anterior, 
o sea ineficiente en atención a las economías de escala». La asunción del servicio por 
la Diputación se había de producir mediante acuerdo adoptado por mayoría simple, 
«previo informe de la Comunidad Autónoma», en el plazo de un mes desde la comu-
nicación por el Municipio «del resultado negativo de la evaluación de los servicios». 
Si transcurrido el plazo, el acuerdo no se había adoptado, se consideraba aprobado. 
Seguidamente, la Diputación acordaría con «los Municipios concernidos el traspaso 
de medios materiales y personales a coste estándar». La asunción del servicio por las 
Diputaciones se establecía por un plazo mínimo de cinco años, prorrogable de forma 
automática. El servicio podía, no obstante, revertir al Municipio si este demostraba 
que estaba en condiciones de prestarlo de acuerdo con su coste estándar4. 
4. La indicada corresponde a la redacción del artículo en la versión del Anteproyecto de Ley 
de 18 de febrero de 2013 que perfila la ofrecida por la redacción fechada en julio de 2012. 
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Esta propuesta de regulación, con la que el informe presentado por el Ministerio 
de Hacienda y Administración Públicas al Consejo de ministros en julio de 2012 esti-
maba un ahorro calculado en 3.500 millones de euros' y que estaba llamada a afectar 
a la mayoría de los Municipios españoles dado que más del 96% de los existentes 
no alcanza ese umbral de población', suscitaba reparos importantes. De entrada, no 
parecía aceptable que el Anteproyecto de Ley no regulara, dada su trascendencia, el 
coste estándar optando por una remisión en blanco al Gobierno. No se establecía, 
en efecto, disposición alguna sobre cuestiones tan básicas como, por ejemplo, los 
criterios para su determinación o si ese coste iba a ser común para todos los servicios 
de la misma clase o, por el contrario, un mismo servicio podía tener costes diferentes 
atendiendo a factores tales como el número de habitantes del Municipio, la disper-
sión y estacionalidad de la población o la propia extensión del término municipal. 
Tampoco se preveía ninguna regla sobre el procedimiento para su fijación y más 
concretamente sobre la posible participación en él de los Municipios. Esa propuesta 
de regulación planteaba además, y desde otra perspectiva, serias objeciones desde 
el punto de vista de su misma constitucionalidad, puesto que parecía, desde luego, 
cuestionable que la autonomía local que, como tiene establecido el propio Tribunal 
Constitucional, garantiza a los Municipios la capacidad para decidir sobre el ejercicio 
de sus competencias, pudiera amparar esa traslación obligatoria de sus servicios a las 
Diputaciones; en conclusión, el precepto ofrecía una regulación extraordinariamente 
discutible tanto desde el punto de vista jurídico como en un plano de estricta opor-
tunidad, de ahí la fuerte discusión política que suscita y las importantes críticas que 
La diferencia más destacada entre ambos textos se produce en el apartado 3°, dado que el 
segundo de ellos ha sustituido la referencia que en el primero se hacía a la asunción por las 
Diputaciones de «la titularidad de las competencias para la prestación común y obligato-
ria... de los servicios previstos en este precepto» por «el ejercicio de la competencia». 
5. El informe estimaba, en efecto, que «el ahorro generado por la absorción de los servicios 
obligatorios por las Diputaciones en municipios inferiores a cinco mil habitantes sería de 
2.248,2 millones de euros, que llegarían a los 3.500 millones con la absorción también de 
competencias de municipios de hasta veinte mil habitantes». El propio informe se hace eco 
de un análisis del Instituto de Estudios Fiscales que mantiene que el gasto de ofrecer los 
servicios a los ciudadanos «es cuatro veces más caro en los municipios de 5.000 habitan-
tes». Por esas mismas fechas, F. VELASCO CABALLERO nos advertía sobre las carencias de este 
documento titulado «Informe sobre el ahorro potencial por establecimiento de un coste estándar 
en la prestación de servicios en el ámbito local», cuya fecha y método de elaboración se desco-
nocen y que, en todo caso, parece una base insuficiente para justificar la reforma («Sobre el 
Anteproyecto de Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración local: Una 
reforma sin fundamento empírico y por tanto arbitraria», www.idluam.org ). 
6. Son concretamente, de acuerdo con los datos que aporta el Real Decreto 1697/2012, de 
21 de diciembre, por el que se declaran oficiales las cifras de población resultantes de la 
revisión del padrón municipal referidas al 1 de enero de 2012, un 96,19 por 100 de los 
Municipios españoles, 7.717 de los 8.116 existentes. 
Desde luego las dificultades de los Municipios situados por debajo de este umbral de pobla-
ción para prestar los servicios que la Ley impone son evidentes. Al respecto, y entre otras, 
pueden verse las recientes observaciones de F. LÓPEZ RAMÓN («Por la reforma del mapa 
municipal», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 167, 2014, pp. 13-18). 
recibe por parte de la doctrina especializada'. Ahora bien, es el Consejo de Estado 
en su dictamen 567/2013, de 26 de junio al Anteproyecto de Ley, el que propicia, 
como analizamos seguidamente, la modificación del modelo de prestación de los 
servicios en los Municipios de menos de 20.000 habitantes inicialmente elegido por 
el Gobierno. 
2. LA OPOSICIÓN DEL CONSEJO DE ESTADO A LA REGULACIÓN PROPUESTA. EL 
DICTAMEN 567/2013, DE 26 DE JUNIO 
El Consejo de Estado, además de advertir con carácter general sobre las impreci-
siones e imperfecciones del Anteproyecto de Ley, formula reparos importantes sobre 
muchos de sus preceptos, aunque es probablemente el nuevo artículo 26 el que más 
dudas le suscita. Son varias las razones que llevan al órgano consultivo a estimar que 
la regulación propuesta para este precepto debía ser «revisada en conjunto». Así: a) 
El no resultar aceptable que siendo el coste estándar «un valor al que se anuda una 
función ablativa de las competencias municipales», la Ley opte por «una habilitación 
en blanco al Gobierno». Debería, por el contrario, «orientar debidamente el ejerci-
cio de la potestad reglamentaria mediante una regulación suficiente» que el propio 
consejo apunta en sus aspectos fundamentales; b) En segundo término, su posible 
colisión con la norma constitucional en la medida en que el precepto podía «reducir 
en exceso el ámbito competencial que integra el núcleo de esa autonomía constitu-
cionalmente garantizada» que «lleva implícita la capacidad de cada Municipio de 
adoptar las decisiones que estime oportunas para la configuración de su sistema de 
prestación de servicios y la definición de los estándares de calidad de los servicios, 
así como la de calcular y distribuir los costes inherentes a tal prestación»8; c) En la 
regulación propuesta, el Consejo de Estado advierte, en tercer lugar, un erróneo en-
tendimiento de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, que proyecta las obligaciones 
7. En el análisis de L. E. FLORES DOMÍNGUEZ «Reflexiones sobre la pretendida reforma del régi-
men local», puede encontrarse una síntesis de las dudas más importantes suscitada por esa 
propuesta de regulación y de los problemas que hubiera planteado su aplicación (Diario de 
Derecho Municipal, Iustel, 10 de junio de 2013). 
8. Por ello, continúa el consejo, «exigir que cada servicio se preste sin rebasar un determinado 
umbral (coste estándar) y someterlo a una evaluación orientada a determinar que no hay 
alternativas menos costosas desde el punto de vista de economías de escala puede per-
turbar el sistema de atribución competencial e interferir en la autonomía municipal de tal 
modo que su efectividad quede precarizada como consecuencia de estar permanentemente 
sometida a cuestión, cuando no diluida o seriamente comprometida». 
Esta idea ya fue advertida por la doctrina antes de que el Consejo de Estado emitiera su 
informe. Fue el caso, por ejemplo, de E. CARBONELL PORRAS («La planta local: Análisis ge-
neral y perspectivas de reforma», J. J. DÍEZ SÁNCHEZ (Coord.), La planta del Gobierno local, 
Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo-Fundación Democracia y 
Gobierno Local, Madrid, 2013, p. 47). Otros autores se han manifestado, más tarde, en el 
mismo sentido. Así J. L. RIVERO YSERN («La provincia en la Ley de racionalización y sosteni-
bilidad de la Administración local de 27 de diciembre de 2013», Revista General de Derecho 
Administrativo, núm. 36, 2014, p. 9). 
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de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera que establece sobre «la 
Hacienda municipal en su conjunto», mientras que el Anteproyecto de Ley las im-
pone «a cada competencia o servicio, individualmente considerado», lo que puede 
«llegar a suponer, en la práctica, la obligada traslación de una o varias competencias 
municipales concretas, por superar la prestación de los correspondientes servicios el 
coste estándar, incluso en el caso de que, valorada en su conjunto, la situación finan-
ciera de ese Ayuntamiento se adecuase a los objetivos de estabilidad y sostenibilidad 
previstos»; y d) Finalmente, el alto órgano consultivo llama la atención sobre como 
el «debilitamiento de la autonomía municipal» supone, lo que no deja de ser para-
dójico, «un correlativo fortalecimiento» de las Provincias que «son entidades locales 
de representación indirecta» y cuyas competencias hasta ahora, a diferencia de las de 
los Municipios que son «fundamentalmente competencias «materiales» de gestión 
de los intereses y asuntos que afectan al conjunto de la población», son «más bien, 
"funcionales", en cuanto que se encaminan a asistir a los Municipios y a coordinar 
su actuación». Tampoco el Anteproyecto Ley toma en consideración «si la Diputación 
a la que haya de encomendarse» la prestación del servicio «se encuentra en una si-
tuación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera» o «presenta una 
situación de déficit que pueda dificultar o impedir razonablemente asumir la gestión 
de ciertos servicios», lo que «pone de manifiesto el asimétrico tratamiento que en el 
anteproyecto merecen las entidades locales municipales... y las provinciales». 
En definitiva, el reformado artículo 26 de la LBRL no ofrece, a juicio del Consejo 
de Estado, «una regulación precisa y acabada y debe por ello ser revisada en conjun-
to», al objeto de establecer fórmulas «más respetuosas con la autonomía municipal 
y con la estructura de la normativa sobre estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera». 
3. LA SUSTANCIAL TRANSFORMACIÓN DEL PRECEPTO EN EL ANTEPROYECTO DE 
LEY DE 22 DE JULIO DE 2013: LA ATRIBUCIÓN A LAS DIPUTACIONES DE LA PO-
TESTAD PARA DECIDIR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS «POR ELLA MISMA O 
LA IMPLANTACIÓN DE FÓRMULAS DE GESTIÓN COMPARTIDA» 
Fue, en efecto, el dictamen del Consejo de Estado, como reconoce expresamen-
te el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas en su comparecencia ante el 
Congreso de los diputados en el debate de totalidad de la ley9, el que determina la re-
visión del artículo 26, de tal forma que en la versión del Anteproyecto de Ley fechada 
9. Indicaba el Ministro que el sistema basado en el coste estándar se había «suprimido por re-
comendación expresa del Consejo de Estado para que no se entendiera que había ninguna 
tentación de entrar en el ámbito de la autonomía municipal» y aún cuando «esta metodolo-
gía del coste estándar ... era bien valorada, bien recibida por quienes nos supervisan y nos 
analizan desde otros ámbitos, incluyendo las propias instituciones europeas, pero hemos 
preferido hacerlo en aras de preservar nuestras instituciones y para que no se entendiera 
nunca, insisto, que hay menoscabo alguno de la autonomía municipal» (Diario de Sesiones 
del Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación Permanente, X Legislatura, núm. 148, 
17 de octubre de 2013). 
el 22 de julio de 2013 su contenido ha variado sustancialmente al desaparecer de su 
texto ese modelo articulado en torno al coste estándar, estableciéndose, en su lugar, 
que «en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación 
provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes 
servicios, para lo que decidirá sobre la prestación directa por ella misma o la implan-
tación de fórmulas de gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades 
u otras fórmulas»'°. Ahora bien, si con esta nueva redacción se quería hacer frente 
a las posibles tachas de inconstitucionalidad advertidas por el órgano consultivo, el 
resultado no podía, desde luego, considerarse satisfactorio. La facultad otorgada a las 
Diputaciones para decidir, sin limitación alguna, sobre la prestación de los servicios 
«por ella misma o la implantación de fórmulas de gestión compartida» presentaba 
también serias dudas sobre su constitucionalidad por las mismas razones que expo-
nía el Consejo de Estado en su enjuiciamiento de la anterior propuesta de regulación, 
porque privaba a los Municipios de la capacidad para decidir sobre la prestación de 
sus servicios". De hecho, en el Proyecto de Ley, aprobado una semana mas tarde, el 
precepto, como vamos a ver, ha sufrido nuevas alteraciones que, aunque puntuales, 
varían sustancialmente el contenido y alcance de la norma. 
4. LOS SERVICIOS MUNICIPALES EN EL PROYECTO DE LEY. LA TRAMITACIÓN 
PARLAMENTARIA 
El Proyecto de Ley, aprobado por el Consejo de Ministros celebrado el 29 de ju-
lio de 201312, mantiene la opción escogida por la versión del Anteproyecto de norma 
de 22 de julio anterior, si bien introduce una previsión que, al menos en apariencia, 
disipa las dudas que la norma podía plantear desde el punto de vista de su confor-
midad con la Constitución, pero que cambia radicalmente su sentido originario, la 
que exige «la conformidad de los Municipios afectados» respecto de la fórmula de 
prestación de sus servicios propuesta por la Diputación Provincial. Paralelamente, sin 
embargo, incorpora otra regla, la que atribuye la decisión final sobre esa propuesta 
al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que abre un nuevo frente 
de posible inconstitucionalidad por vulneración, en este caso, de las competencias 
autonómicas sobre el régimen local. Más adelante volveremos sobre ambas previ-
siones con el interés que merecen. Por ahora, debe añadirse que el artículo 26 fue 
10. En una versión inmediatamente anterior que lleva fecha de 15 de julio, el artículo 26 no 
contiene regla alguna sobre el papel de las Diputaciones en relación con los Municipios de 
menos de 20.000 habitantes. Su apartado 2° se limitaba a establecer que los Municipios 
«podían solicitar de la Comunidad Autónoma respectiva la dispensa de la obligación de 
prestar los servicios mínimos que les correspondan según lo dispuesto en el número ante-
rior, cuando, por sus características peculiares, resulte de imposible o muy difícil cumpli-
miento el establecimiento y prestación de dichos servicios por el propio Ayuntamiento». 
11. En tal sentido, L. E. FLORES DOMÍNGUEZ, «El Proyecto de Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local. Novedades de la versión definitivamente apro-
bada (Primera Parte)», Diario de Derecho Municipal, Iustel, 4 de septiembre de 2013. 
12. Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados. X Legislatura. Serie A, 
núm. 58-1, 6 de septiembre de 2013. 
objeto de numerosas enmiendas tanto en el Congreso de los Diputados como en el 
Senado" que solicitaban que se reconsiderase, con uno u otro alcance, el elenco de 
servicios mínimos determinados en su apartado primero", se reconociera, en el sen-
tido dispuesto por la norma que se reforma, la posible prestación por los Municipios 
de sus servicios «por si o asociados»", así como la dispensa de su prestación por la 
Comunidad Autónoma". Igualmente se propuso la desaparición de la intervención 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas recogida en el proyecto de 
norma" o la extensión del régimen establecido por el precepto a los Municipios 
de más de 20.000 habitantes, siempre y cuando estuviesen de acuerdo con ello". 
Tampoco faltaron enmiendas que, con fundamento siempre en el principio constitu-
cional de autonomía local, pedían sencillamente la supresión de la reforma propuesta 
para el artículo 26 de la LBRL19 o, más concretamente, de la prevista para su apartado 
13. Las enmiendas planteadas en el Congreso pueden consultarse en el Boletín Oficial de las 
Cortes Generales. Congreso de los Diputados, X Legislatura, Serie A, núm. 58.2, de 30 de 
octubre de 2013. Las propuestas en el Senado en Boletín Oficial de las Cortes Generales. 
Senado, X Legislatura, núm. 276-1993, de 28 de noviembre de 2013. 
14. Así lo pedían en el Congreso de los Diputados las enmiendas números 155 del Grupo 
Mixto a instancias de Coalición Canaria, 205 a 208 formuladas por este mismo Grupo 
parlamentario a propuesta del BNG, 295 y 366 de los Grupos Parlamentarios Unión 
Progreso y Democracia y Catalán (Convergencia i Unió), respectivamente, y 410 del Grupo 
Parlamentario Popular. 
I as enmiendas número 42 planteadas en el Senado por senadores de Coalición Canaria perte-
necientes al Grupo Mixto, 80 de un Senador del FAC integrado en este mismo Grupo y356 del 
Grupo Parlamentario Catalán, Convergencia i Unió, proponían igualmente modificaciones en 
el listado de servicios propios de los Municipios establecidos en el artículo 26.1. 
15. Así lo solicitaban en el Congreso de los Diputados las enmiendas números 50 y 155 del 
Grupo Mixto a instancias, en el primer caso, de Compromis-Equo y, en el segundo, de 
Coalición Canaria, y 365 del Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió). 
Las enmiendas números 42 y 355 planteadas en el Senado por senadores de Coalición 
Canaria pertenecientes al Grupo Mixto y el Grupo Parlamentario Catalán, Convergencia i 
Unió insistían en esta petición. 
16. Tal era el caso de las enmiendas números 25 y 50 del Grupo Mixto del Congreso de los 
Diputados a instancias, respectivamente, de Foro y de Compromis-Equo. E igualmente de 
la enmienda número 81 presentada por un senador de FAC integrado en el Grupo Mixto. 
17. Enmiendas números 156 del Grupo Mixto del Congreso a instancias de Coalición Canaria 
y 43 presentada en el Senado por senadores de esta coalición integrados en el Grupo Mixto. 
18. En tal sentido, enmienda número 156 del Grupo Mixto del Congreso a instancias de 
Coalición Canaria, y enmienda número 43 presentada en el Senado por senadores de esta 
coalición integrados en el Grupo Mixto. 
19. Así lo proponían en el Congreso de los Diputados las enmiendas números 128 y 230 del 
Grupo Parlamentario de IU-ICV-EViA-CHA: La Izquierda Plural. Una propuesta que esta 
fuerza política reiteró en el Senado como expresa la enmienda número 8 que formulan se-
nadores de esta coalición integrados en el Grupo Mixto. E igualmente la enmienda número 
437 del Grupo Parlamentario Socialista del Congreso. La enmienda número 185 del Grupo 
parlamentario socialista del Senado volvía a formular esta petición, al igual que lo hacían 
2020. La mayoría de las enmiendas fueron, sin embargo, rechazadas y el precepto, 
aunque objeto de algunos retoques de los que daremos cuenta, mantiene la filosofía 
y contenido fundamental previsto en el Proyecto de Ley. 
III. EL ARTÍCULO 26 DE LA LBRL TRAS SU MODIFICACIÓN POR LA LRSAL. SUS 
MUCHAS CARENCIAS Y DIFICULTADES INTEPRETATIVAS 
El artículo 26 de la LBRL, en el punto de mira de la reforma desde el momento 
mismo en el que ésta se pone en marcha y objeto de transformaciones sustanciales 
durante el procedimiento de elaboración de la Ley, será finalmente aprobado en tér-
minos que presentan numerosas carencias y problemas interpretativos que afectan 
fundamentalmente a su apartado 2°, y en los que resulta de interés ahondar. 
1. LAS VARIACIONES INTRODUCIDAS EN EL LISTADO DE SERVICIOS DE PRESTA-
CIÓN OBLIGATORIA 
En la redacción dada al artículo 26.1 por la LRSAL, los Municipios han de pres-
tar, en todo caso, los servicios siguientes: «alumbrado público, cementerio, recogida 
de residuos, limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarilla-
do, acceso a los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas». Los que 
tengan una población superior a 5.000 habitantes, han de prestar además «parque 
público, biblioteca pública y tratamiento de residuos». Los que superen los 20.000, 
suman a los anteriores los de «protección civil, evaluación e información de situacio-
nes de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de 
exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de 
uso público». Los que finalmente cuenten con más de 50.000 habitantes, asumen 
también el «transporte colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano». 
La LRSAL introduce así variaciones en el listado de servicios establecido por la 
disposición de 1985. Hay algunos que desaparecen, como es el caso, en el grupo de 
los servicios que han de prestar todos los Municipios, del control de alimentos y be-
bidas21 o del servicio de «mercado» en los Municipios de más de 5.000 habitantes. Y 
otros que se ven sensiblemente reducidos, como ocurre señaladamente con la presta-
ción de servicios sociales en los Municipios de más de 20.000 habitantes que quedan 
las enmiendas números 233, 234 y 297 del Grupo Parlamentario Entesa pel Progrés de 
Catalunya. 
20. Es lo que solicitaban las enmiendas números 80, 118 y 208 del Grupo Mixto del Congreso 
a instancias, respectivamente, de Esquerra Republicana-Catalunya-Sí (ERC-RCat-
CatSí), Geroa Bai y BNG o la enmienda número 367 del Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergencia i Unió). 
Las enmiendas 113 de una senadora de ERC/ESQUERRA integrada en el Grupo Mixto 
del Senado y 358 del Grupo Parlamentario Catalán, Convergencia i Unió insistían en esta 
petición. 
21. La Disposición Transitoria 3a prevé el traspaso de las competencias en esta materia a las 
Comunidades Autónomas. 
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circunscritos a «la evaluación e información de situaciones de necesidad social y la 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social»22. La duda 
que aquí puede suscitarse es la de si el hecho de que un servicio haya perdido su 
condición de obligatorio tras la reforma de la LBRL, impide que pueda seguir mante-
niendo esa naturaleza de conformidad, en su caso, con la Ley autonómica. Aunque, y 
ello parece lo razonable, autores como E VELksco23 o E CASTILLO24 se han pronunciado 
en favor de esta posibilidad, ésta es una opción que no puede considerarse del todo 
pacífica y cuya respuesta dependerá de cómo se interprete finalmente la relación 
entre la Ley básica estatal y el ordenamiento autonómico. Una cuestión planteada 
fundamentalmente al hilo de la modificación del artículo 25 y que se encuentra pen-
diente de pronunciamiento por el Tribunal Constitucional25. 
No es, sin embargo, en la determinación de los servicios municipales mínimos en 
donde se producen las modificaciones más importantes del artículo 26; éstas se encuen-
tran en su apartado 2° que atribuye a las Diputaciones una función de coordinación 
sobre los servicios de los Municipios de menos de 20.000 habitantes que plantea nu-
merosos problemas interpretativos que, a día de hoy, no pueden considerarse resueltos. 
2. LA «COORDINACIÓN» ATRIBUIDA A LAS DIPUTACIONES SOBRE LOS SERVICIOS 
DE LOS MUNICIPIOS DE MENOS DE 20.000 HABITANTES 
«En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación 
provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes ser-
vicios: a) Recogida y tratamiento de residuos. b) Abastecimiento de agua potable a 
22. Con la excepción del servicio de mercado que sí figuraba en el Proyecto de Ley y que pierde 
su condición de servicio «mínimo» en el Congreso de los Diputados como consecuencia 
de la aceptación de una enmienda presentada por el Grupo Parlamentario Popular (en-
mienda número 410), no apareciendo ya en el texto aprobado por la Comisión de Hacienda 
y Administraciones Públicas de esta cámara (Boletín Oficial de las Cortes Generales. 
Congreso de los Diputados. X Legislatura, Serie A, Núm. 58-4, 7 de noviembre de 2013), el 
artículo 26.1 es finalmente aprobado con el contenido que tenía en el Proyecto de Ley. 
23. «El nuevo régimen local y su aplicación diferenciada en las distintas Comunidades 
Autónomas» (Revista catalana de Dret Public, número 48, 2014, p. 8), «Títulos compe-
tenciales y garantía constitucional de la autonomía local en la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local» U. A. SANTAMARÍA PASTOR (Coord.), La reforma de 
2013 del Régimen local español, Fundación Democracia y Gobierno local, Madrid, 2014, pp. 
106-107) y «Reforma de la Administración local: Una nueva distribución territorial del po-
der» (F. CASTILLO BLANCO (Coord.), La reforma del sector público, Servicio de Publicaciones de 
la Universidad de Sevilla. Instituto universitario García Oviedo, Sevilla, 2014, pp. 93-94). 
24. «Una reflexión sobre la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local: a propósito de los servicios sociales», F. BALAGUER CALLEJÓN y 
E. ARANA GARCÍA, Libro Homenaje al Profesor Rafael Barranco Vela, vol. II, Civitas, Thomson-
Reuters, Cizur Menor, 2014, p. 2300. 
25. En el estudio «La reforma del régimen local: Las competencias municipales» citado doy 
cuenta de los términos de este problema y de las distintas posiciones existentes en la 
actualidad. 
domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales. c) Limpieza viaria. d) Acceso 
a los núcleos de población. e) Pavimentación de vías urbanas. 1) Alumbrado público. 
Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, 
con la conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas la forma de prestación, consistente en la prestación di-
recta por la Diputación o la implantación de fórmulas de gestión compartida a través 
de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes efectivos 
de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada 
que deberá contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la 
Administración que ejerce la tutela financiera». 
El artículo 26.2 reformado de la LBRL establece así, para los Municipios de 
menos de 20.000 habitantes26, un nuevo modelo de prestación de sus servicios muy 
diferente de aquel que figuró en el origen de la reforma y que plantea numerosas 
cuestiones de interés que abordamos seguidamente. 
2.1. Los servicios afectados por la norma 
La acción de coordinación que se atribuye a las Diputaciones no alcanza al 
conjunto de servicios de prestación obligatoria determinados en el artículo 26.1 de 
la LBRL, sino tan sólo a los específicamente previstos en su apartado 2°, en último 
término, que vienen a coincidir con los impuestos a todos los Municipios al margen 
de su población, más el «tratamiento de residuos», servicio propio de los de más de 
5.000 habitantes27. Podría decirse que son, dentro de los básicos, los servicios más 
esenciales, de ahí que parezca coherente que una fórmula, como es en definitiva la re-
cogida por el precepto, destinada a garantizar la adecuada prestación de los servicios 
municipales en el conjunto del territorio del Estado, se proyecte, ante todo, sobre 
ellos. En realidad, la comparación entre el listado de servicios objeto de posible coor-
dinación por las Diputaciones en aplicación del artículo 26.2 y las distintas letras del 
apartado 1°, permite comprobar que esa coordinación puede proyectarse sobre todos 
los servicios de los Municipios de menos de 20.000 habitantes con las excepciones 
de «parque público» y «biblioteca pública», lo que es lógico dado que estos servicios 
difícilmente admiten una prestación en ámbitos espaciales que superen a los de los 
propios términos municipales, que es, en definitiva, el presupuesto de hecho que 
está en la base del precepto. 
26. F. VILLAR ROJAS ha expresado sus dudas sobre el distinto tratamiento que la Ley ofrece a 
los Municipios en función de su número de habitantes. Entiende concretamente, y por ra-
zones a las que me remito, que ese límite fijado en los 20.000 habitantes es «arbitrario en 
tanto que mero voluntarismo» («Razones y contradicciones de la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local», F. BALAGUER CALLEJÓN y E. ARANA GARCÍA, Libro 
Homenaje al Profesor Rafael Barranco Vela, vol. II, op. cit., p. 2436). 
27. El listado de servicios del artículo 26.2 coincide sustancialmente con el del Proyecto de 
Ley, si bien en el Congreso de los Diputados se incorpora el «alumbrado público» y se aña-
de al «abastecimiento domiciliario de agua potable», la «evacuación y tratamiento de aguas 
residuales». 
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2.2. La función conferida a las Diputaciones ¿Una potestad de coordinación? 
Entre las dudas planteadas por el nuevo artículo 26.2 de la LBRL destaca, ante 
todo, la que hace relación a la propia naturaleza de las funciones que otorga a las 
Diputaciones y, más concretamente, a si estamos realmente, tal y como la califica la 
norma, ante una acción de coordinación. Ello es, desde luego, discutible. La coordi-
nación, si se atiende a la jurisprudencia constitucional existente sobre este principio, 
tiene como presupuesto de hecho el ejercicio de la competencia por la entidad coor-
dinada. Es claro, como afirma la Sentencia del Tribunal Constitucional 109/1998, 
de 21 de mayo, expresiva de otras en el mismo sentido, que «el que ostenta atri-
buciones de aquella índole está legitimado, en línea de principio, para establecer 
unilateralmente medidas armonizadoras destinadas a la más eficaz concertación de 
la actuación de todos los entes involucrados». Ahora bien, «las posibilidades que 
la coordinación proporciona de operar de modo constitucionalmente válido llegan 
justamente hasta aquí», pues «más allá de este punto, encuentran el obstáculo cons-
titucional infranqueable en que se sustancia la garantía institucional de la autonomía 
local». En definitiva, y en términos de la Sentencia 27/1987, de 27 de febrero, la 
coordinación «no entraña la sustracción de competencias propias de las entidades 
coordinadas, sino que implica tan sólo un límite al ejercicio de las mismas». 
El análisis del artículo 26.2 de la LBRL desde la base proporcionada por esta ju-
risprudencia permite concluir que en la coordinación atribuida a las Diputaciones no 
concurren las notas determinantes de esta figura, toda vez que en el esquema diseñado 
por el precepto los Municipios se ven privados de la gestión del servicio en favor de la 
Diputación o de alguna otra de las entidades permitidas por la norma. Así lo reconoce, 
de hecho, al disponer que «cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la pres-
tación de estos servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo del servicio en 
función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su presta-
ción la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para 
la financiación de los servicios»28. Debe además añadirse que la coordinación, como 
28. Los autores que han analizado el nuevo artículo 26.2 de la LRBL no dudan en destacar que 
el precepto atribuye a las Diputaciones o entidades equivalentes, la prestación de los servi-
cios municipales. En tal sentido, M. ARENILLA SÁEZ («El nuevo sistema de competencias lo-
cales», J. A. SANTAMARÍA PASTOR (Coord.), La reforma de 2013 del Régimen local español, op. cit., 
pp. 29 y 50-51), X. FORCADELL i ESTELLER («Aproximación crítica a los principales cambios 
en la legislación de régimen local como consecuencia de la aprobación de la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de Racionzalización y sostenibilidd de la Administración local», J. A. 
SANTAMARÍA PASTOR (Coord.), La reforma de 2013 del Régimen local español, op. cit., p. 65), J. 
M. CARBONERO GALLARDO («Capítulo 6. El nuevo papel de las Diputaciones Provinciales», J. 
A. CARRILLO DONAIRE y P. NAVARRO RODRÍGUEZ (Coords.), La reforma del Régimen Jurídico de la 
Administración Local. El nuevo marco regulatorio a la luz de la Ley de racionalización y soste-
nibilidad de la Administración Local, La Ley, Madrid, 2014, pp. 257-258), M. BASSOLS COMA 
(«La racionalización de la Administración local en el marco de la sostenibilidad financiera: 
Panorama general», Cuadernos de Derecho Local. Fundación Democracia y Gobierno Local, 
número 34, 2014, p. 34), M. ZAFRA VICTOR, («Doble inconstitucionalidad de la Ley de ra-
cionalización y sostenibilidad de la Administración Local», Cuadernos de Derecho Local. 
señala igualmente la jurisprudencia constitucional, se impone al ente coordinado29, 
circunstancia que aquí tampoco aparece en la medida en que, como seguidamente 
vamos a ver, ese traslado de la prestación del servicio del Municipio a la Diputación se 
ha de producir necesariamente con la «conformidad» de la entidad municipaP°. 
En conclusión, no parece que una coordinación consistente en una propuesta 
de la Diputación, con el acuerdo de «los municipios afectados», al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas sobre «la prestación directa» del servicio por 
ella misma o «la implantación de fórmulas de gestión compartida», pueda ser con-
siderada como una auténtica potestad de coordinación en el sentido constitucional 
Fundación Democracia y Gobierno Local, número 34, 2014, p. 58), o J. A. MORENO DE MOLINA 
y A. VILLANUEVA CUEVAS («El régimen de los servicios mínimos locales tras la reforma efec-
tuada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración local», M. J. DOMINGO ZABALLOS (Coord.), Reforma del régimen local. Ley 
de Racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. Veintitrés estudios, Thomson 
Reuters-Aranzadi, Cizur Menor, 2014, pp. 199-200). 
29. Expresiva de esta jurisprudencia es, entre otras, la Sentencia 214/1989, de 21 de diciembre, 
en la que el Tribunal Constitucional sostiene que aunque tanto las técnicas de cooperación 
como las de coordinación «se orientan a flexibilizar y prevenir disfunciones derivadas del 
propio sistema de distribución de competencias», lo cierto «es que las consecuencias y efec-
tos dimanantes de unas y otras no son equiparables. La voluntariedad en el caso de la coo-
peración frente a la imposición en la coordinación —ya que toda coordinación conlleva un 
cierto poder de dirección, consecuencia de la posición de superioridad en que se encuentra 
el que coordina respecto al coordinado— es, por sí mismo, un elemento diferenciador de 
primer orden, lo que explica y justifica que, desde la perspectiva competencial, distintas 
hayan de ser las posibilidades de poner en práctica unas y otras fórmulas». La misma doc-
trina se contiene en la Sentencia 109/1988, de 21 de mayo. 
30. Requisito fundamental que sirve a F. VILLAR ROJAS para sostener que lo que aquí, en rea-
lidad, se produce es «un supuesto singular de dispensa en la prestación de servicios lo-
cales» («Razones y contradicciones de la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local», op. cit., p. 2437). También M. MEDINA GUERRERO ha destacado que 
esa necesaria conformidad de los Municipios no parece acorde con la propia naturaleza 
de la coordinación como acción que se impone a los sujetos «coordinados», de tal forma 
que «bajo la veste de una fórmula pretendidamente coordinadora», se encierra, en de-
finitiva, «un mecanismo más propiamente cooperativo» («La reforma del régimen local: 
Una honda transformación de las relaciones intergubernamentales», Cuadernos de Derecho 
Local. Fundación Democracia y Gobierno Local, número 34, 2014, p. 152). En el mismo 
sentido, J. I. MARTÍNEZ GARCÍA («El nuevo rol de las Diputaciones Provinciales», Revista de 
Estudios Locales, núm. 162, 2013, p. 67) y J. M. VÁZQUEZ PITA («Las competencias de los 
Municipios y las Diputaciones Provinciales», J. RODRÍGUEZ-ARANA y M. J. SARMIENTO ACOSTA 
(Dirs), Comentarios a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración local, Comares, Granada, 2014, p. 49). 
Para J. A. GARCÍA ROJAS, finalmente, la LRSAL «regula dos clases de coordinación, una que se 
impone a los Municipios por parte de las Diputaciones e instituciones equivalentes, que se 
recoge en el artículo 26.2, y una de carácter voluntario, que se regula en el artículo 36.1.h y 
36.2.a» («Capítulo Octavo: El problema de la evaluación de los servicios públicos municipales», 
J. RODRÍGUEZ-ARANA y M. J. SARMIENTO AGOSTA (Dirs), Comentarios ala Ley 27/2013, de 27 de diciem-
bre, de Racionalización y Sosteníbilidad de la Administración local, op. cit., p. 261). 
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del término. Ahora bien, es necesario seguir profundizado en los términos del nuevo 
artículo 26.2 de la LBRL al objeto de definir con precisión cuales son las notas ca-
racterísticas del sistema de prestación de servicios municipales que establece y cual 
es el papel que se atribuye no sólo a las Diputaciones sino también al resto de las 
Administraciones implicadas. 
2.3.. «La conformidad de los Municipios afectados», presupuesto necesario e imprescindi-
ble para la prestación del servicio por la Diputación o entidad equivalente 
La Diputación ha de proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas «la forma de prestación, consistente en la prestación directa por la 
Diputación o la implantación de fórmulas de gestión compartida a través de consor-
cios, mancomunidades u otras fórmulas», con «la conformidad de los municipios 
afectados». Esta exigencia, como ya quedó señalado, no figuraba en la última versión 
del Anteproyecto de Ley que se difundió. Se incorpora en el breve tiempo que media 
entre el 22 de julio de 2013, fecha de dicho Anteproyecto, y el día 26 del mismo 
mes en el que se aprueba el Proyecto de Ley, estando además a punto de desaparecer 
posteriormente en el Senado31. Su introducción disipa, en apariencia, las posibles 
objeciones de inconstitucionalidad que la decisión de la Diputación sin participa-
ción municipal alguna, como inicialmente se preveía, hubiera podido fundadamente 
plantear. Ahora bien, la previsión legal deja por resolver extremos fundamentales del 
contenido y alcance de la intervención reconocida a los Municipios. 
2.3.1. La falta de regulación de un requisito fundamental 
En efecto, el artículo 26.2 de la LBRL no aclara cuestiones fundamentales como 
el momento en el que los Municipios han de expresar su «conformidad» con la «for-
ma de prestación» del servicio propuesta por la Diputación, la manera en la que han 
de hacerlo32 o la posibilidad, en su caso, de modificar su voluntad inicial al objeto 
31. En efecto, una enmienda presentada por el Grupo Parlamentario Popular, la enmienda 
número 422, propuso, como «simple corrección técnica» y por resultar «la redacción actual 
contradictoria e incompatible con el artículo 26.1», un nuevo contenido para el apartado 2° 
del precepto en la que desaparecía «la exigencia de conformidad de los Municipios afecta-
dos». Sin embargo, una corrección de errores, publicada días más tarde, vuelve a introdu-
cirla (Boletín Oficial del Senado. X Legislatura, número 284, 12 de diciembre de 2013). 
32. Ante el silencio legal y en espera de que se produzcan los pertinentes desarrollos nor-
mativos, J. CUESTA REVILLA ha puesto de manifiesto que caben, al respecto, «dos posibles 
alternativas. La primera de ella consistiría en que la diputación convocase a los municipios 
en cuestión para, en unión con ellos, decidir qué forma de prestación del servicio cuenta 
con el mayor apoyo y, de conformidad con el acuerdo adoptado, hacer su propuesta al 
Ministerio. La segunda supondría que es la diputación prima facie la que debate y decide 
en su seno una determinada fórmula de prestación, y, tras haber llegado a este acuerdo, 
convoca a los municipios afectados a fin de que estos den, o no, su conformidad al mismo. 
Aún cuando sean viables una y otra opción, nos parece más acorde con el espíritu de la 
Ley, y más respetuosa con la autonomía local, la primera de ellas» («Las competencias 
municipales: Una aproximación a su nuevo régimen jurídico», Cuadernos de Derecho Local. 
Fundación Democracia y Gobierno Local, número 34, 2014, p. 109). 
de pasar, por ejemplo, de una gestión directa por la Diputación a una fórmula de 
gestión conjunta o viceversa. Tampoco establece expresamente, y ésta es probable-
mente su imprevisión más grave, como responder a los supuestos en los que todos o 
algunos de los Municipios concernidos muestren su desacuerdo con la fórmula que 
la Diputación estime más conveniente. Son todas cuestiones que han de resolverse, 
con grave riesgo para la seguridad jurídica en materia tan importante, con base en lo 
que pueda resultar de otros preceptos de la Ley y de su propia interpretación. Así, y 
en lo que hace a los efectos de una eventual falta de conformidad de los Municipios 
afectados, debe entenderse que, en tales casos, la entidad municipal no puede ser 
privada de la gestión del servicio que, por consiguiente, no podrá ser asumido por la 
Diputación o entidad equivalente33. Así resulta del tenor literal del artículo 26.2 en 
una interpretación avalada por el propio alcance de la autonomía local que, como 
destaca el Tribunal Constitucional, reconoce a los Municipios un poder de decisión 
sobre sus propias competencias que se compadece mal, a nuestro juicio, con un 
eventual traslado obligatorio de la prestación de sus servicios a otra entidad34. La 
propia tramitación parlamentaria de la Ley confirma además esta interpretación". 
33. Opinión de la que participan F. GARCÍA RUBIO («La Provincia como entidad local. Un aná-
lisis tras la Ley de Racionalización», J. A. SANTAMARÍA PASTOR (Coord.), La reforma de 2013 
del Régimen local español, op. cit., p. 302), M. J. SARMIENTO AGOSTA («Capítulo Cuarto: La 
opción por la gestión surpamunicipal: La potenciación de las Diputaciones Provinciales y 
de los cabildos y consejos insulares», J. RODRÍGUEZ-ARANA y M. J. SARMIENTO ACOSTA (Dirs), 
Comentarios a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración local, op. cit., p. 114) y F. VILLAR ROJAS («Razones y contradicciones de la Ley 
de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local», op. cit., p. 2436), pero de 
la que, sin embargo, parecen discrepar M. ARENILLA SAEZ («Génesis y finalidad de la reforma 
local», Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica. Nueva época. Número 
extraordinario sobre la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, enero, 
2015) y F. CASTILLO BLANCO como se desprende de su interpretación de la norma en el sen-
tido de imponer «una técnica forzosa de coordinación en determinados servicios públicos» 
(«Una reflexión sobre la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibili-
dad de la Administración Local: a propósito de los servicios sociales», op. cit., p. 2288). 
34. En tal sentido, pueden verse las Sentencias del Tribunal Constitucional 4/1981, de 2 de 
febrero, 32/1981, de 28 de julio, 27/1987, de 27 de febrero, 170/1989, de 19 de octubre, 
214/1989, de 21 de diciembre, 109/1998, de 21 de mayo, y 159/2001, de 5 de julio. 
35. Particularmente significativa al respecto resulta la intervención del Ministro de Hacienda 
y Administraciones Públicas ante el pleno del Congreso de los Diputados en el debate 
de totalidad de la Ley, en la que insistía en la trascendencia de la conformidad de los 
Municipios afectados en los siguientes términos: «Otra característica es potenciar el papel 
de las diputaciones provinciales o entidades equivalentes como entidades que asisten a los 
municipios, especialmente a los más pequeños, en la prestación de estos servicios, a fin 
de garantizar su prestación. De esta manera, con la conformidad de los municipios afec-
tados —siempre con la conformidad de los municipios afectados—, respetando con ello su 
autonomía, las diputaciones podrán asumir determinados servicios mínimos obligatorios 
de los municipios de menos de 2.000 habitantes o la implantación de fórmulas de gestión 
compartidas a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas, a menos que el 
municipio justifique que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor que 
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Debe advertirse finalmente que la normativa autonómica dictada para la aplica-
ción de la LRSAL no se ha ocupado, a diferencia de lo que hace con las competencias 
propias del artículo 25 y «con las distintas de las propias y de las atribuidas por 
delegación» del nuevo artículo 7.4, de los servicios municipales mínimos. Tan sólo 
la Ley 1/2014, de 25 de julio, de Adaptación del Régimen Local de la Comunidad 
de Madrid a la Ley 27/2013, específica en su artículo 4.2 que la conformidad de los 
Municipios impuesta por el artículo 26 de la disposición estatal ha de quedar expre-
sada «mediante acuerdo del órgano municipal competente»36. La inaplicación, hasta 
ahora, del artículo 26.2 ante el retraso en la aprobación de la Orden para el cálculo 
del coste efectivo de los distintos servicios, explica probablemente la falta de atención 
del legislador autonómico que, acuciado por cuestiones más perentorias y atento 
solo a ellas, no se ha ocupado, de momento, de los problemas que, sin duda, ha de 
generar la implantación del modelo de prestación de los servicios públicos introduci-
do por la Ley 2013 para los Municipios de menos de 20.000 habitantes. 
2.3.2. ¿Disipa realmente esta exigencia las dudas sobre la constitucionalidad de la 
nueva regulación? 
La trascendencia y alcance de «la conformidad de los Municipios afectados» se 
ha erigido, en espera de lo que puede determinar el Tribunal Constitucional, en la 
clave para el análisis de la constitucionalidad del artículo 26.2, como puede com-
probarse en los dictámenes de los órganos consultivos que han tenido oportunidad 
de pronunciarse sobre el precepto a requerimiento de las instancias que han impug-
nado la Ley ante ese Tribunal. Así el Consejo de Estado en su Dictamen 338/2014, 
de 22 de mayo, emitido con ocasión del planteamiento del conflicto en defensa de 
  
la autonomía local, concluye que «no cabría apreciar lesión de la autonomía local 
en el caso de que la intervención de la Diputación en la prestación de los servicios 
municipales, cualquiera que fuera su coste efectivo, se entendiera supeditada» a «la 
conformidad de los Municipios afectados», de tal forma que «en caso de negarse a 
aceptar la propuesta formulada por dicho órgano provincial, pudieran prestar tales 
servicios por sí mismos». Ahora bien, la exigencia impuesta por la propia norma de 
que cada servicio se preste sin rebasar un determinado umbral, su coste efectivo, 
«puede perturbar el sistema de atribución competencial e interferir la autonomía mu-
nicipal» que de tal modo quedaría permanentemente «sometida a cuestión, cuando 
no diluida o seriamente comprometida». Además, en la medida en que el artículo 
26.2 no prevé «la posibilidad de que los Municipios presten sus servicios directa-
mente» en el caso «de que su coste efectivo sea superior al resultante de la forma de 
gestión propuesta por la Diputación», puede estar forzándolos a aceptar la propuesta 
de esta entidad con lo que «no habría voluntad libremente expresada por parte de 
aquellos». En conclusión, la norma, «aparentemente respetuosa con la autonomía de 
los Municipios afectados» ofrece, sin embargo, «fundamentos jurídicos suficientes 
para que las Entidades Locales interesadas planteen conflicto en defensa de la auto-
nomía local...». 
También el Consejo consultivo de Andalucía en su Dictamen 165/2014, de 12 
de marzo, con argumentos similares a los del Consejo de Estado, ha cuestionado 
abiertamente el nuevo artículo 26.2 de la LBRL, concluyendo que la función de coor-
dinación que atribuye a las Diputaciones es «un eufemismo que encierra en realidad 
la asunción por éstas del control sobre la prestación de servicios locales básicos, que 
forman el núcleo de las competencias locales por antonomasia». Y ello es así porque 
en los Municipios con menos de 20.000 habitantes «las Diputaciones no "coordina-
rán" la prestación de los servicios municipales», sino que serán «las que presten los 
servicios o quienes propongan al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
la forma de prestación ..., o las que tienen que considerar si el municipio ha justifica-
do que puede prestar por sí el servicio», con lo que, en último término, se les otorga 
«el papel de "tutoras" de los Municipios», lo que vulnera la autonomía local que 
consiste «en gran parte» en la capacidad del Municipio «de adoptar decisiones sobre 
la prestación de los servicios que integran sus competencias37. Para los órganos con-
sultivos, por el contrario, de Cataluña y Canarias la necesaria «conformidad de los 
Municipios afectados» disipa cualquier duda sobre la posible inconstitucionalidad 
de la coordinación que el artículo 26.2 atribuye a las Diputaciones38. En definitiva, 
el precepto será constitucional en la medida en que efectivamente garantice que los 
 
el de aquellas» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación 
Permanente, X Legislatura, núm. 148, 17 de octubre de 2013). 
36. Tampoco las Circulares que han dictado los Gobiernos de algunas Comunidades Autónomas 
ofreciendo criterios interpretativos para la aplicación de la LRSAL, abordan cuestiones relacio-
nadas con la aplicación del nuevo artículo 26 como puede comprobarse en la Circular de 11 
de marzo de 2014 de la Directora de Relaciones con las Administraciones Locales y Registros 
Administrativos del Gobierno vasco, referente al sistema de ordenación de las competencias 
municipales y al régimen foral vasco, tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de di-
ciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (Boletín Oficial del 
País vasco, n° 56 de 21 de marzo), en la Circular de 18 de junio de 2014, de la Dirección General 
de Administración Local de la Comunidad valenciana sobre el nuevo régimen competencial 
contemplado en la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local (Diario Oficial de la Comunidad Valenciana núm. 7300, de 2° de junio 
de 2014), en la Circular 1/2014, de 28 de abril, de la Dirección General de Administración Local 
del Gobierno de Aragón sobre el Régimen jurídico competencial de los Municipios aragoneses 
tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de Racionalización y sosteni-
bilidad de la Administración local que modifica la Ley 7/1985, reguladora de las Bases del 
Régimen Local (http//www.aragon.es), o en la Circular de 1 de abril de 2014, de la Viceconsejera 
de Administración y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León, relativa al 
sistema competencial y otras cuestiones derivadas de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 
27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local (Boletín Oficial 
de Castilla y León, núm. 64, de 2 de abril). 
  
    
37. El Dictamen cuenta, no obstante, con el voto particular de dos consejeros que mantienen la 
necesidad de «una lectura del principio de autonomía local» acorde con el reformado artículo 
135 de la Constitución y concluyen, con base en ella, en la constitucionalidad del artículo 26.2. 
38. Así el Dictamen 8/2014, de 27 de febrero, del Consejo de Garantías Estatutarias de 
Cataluña considera que, dada la necesaria conformidad de los Municipios afectados, «no se 
produce ningún exceso en las bases y tampoco se desprecia la autonomía local». También 
el Consejo consultivo de Canarias mantiene en su Dictamen 172/2014, de 8 de mayo, que 
al exigir la norma «la conformidad de los Municipios afectados para que la coordinación 
            
            
puede convertirse en un límite muy importante para la aplicación del precepto, aún 
cuando es probable que muchos Municipios, en principio reticentes a la intervención 
de la Diputación, vengan finalmente obligados a aceptarla al objeto de poder cumplir 
con los requerimientos impuestos por la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y demás exigencias de esta ín-
dole derivas de la propia LBRL tras su reforma de 2013. Habrá que esperar sin embar-
go, para hacer una valoración más precisa, al futuro fallo del Tribunal Constitucional 
y al balance que pueda dejarnos la aplicación de este requisito. No obstante, y si bien 
se piensa, no parece que existan interpretaciones fáciles capaces de dotar a la norma 
de un significado claro, conforme además con la Constitución. La necesidad, en todo 
caso, de conformidad municipal para la traslación de la prestación de sus servicios a 
otra entidad deja, en realidad, a la disposición vacía de contenido. Es más, no aporta 
nada que no estuviera ya reconocido en nuestro ordenamiento, la posibilidad de que 
los Municipios presten sus servicios de forma asociada. La conclusión, por el contra-
rio, de que el artículo 26.2 permite, con base en ese criterio del coste efectivo al que 
seguidamente nos referiremos, un eventual traslado obligatorio de la prestación de 
los servicios del Municipio a una entidad diferente, determinaría probablemente su 
inconstitucionalidad. 
2.4. La atribución de la decisión al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
¿Una norma fundada en términos constitucionales? 
La resolución final sobre la forma de prestación de los servicios ha de ser adop-
tada por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que para reducir sus 
«costes efectivos» decidirá «sobre la propuesta formulada que deberá contar con el 
informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce 
la tutela financiera». Esta previsión, que se incorpora a la norma a la vez que la 
necesaria «conformidad de los Municipios afectados», genera nuevos e importan-
tes interrogantes. Plantea serias dudas, puestas ya de manifiesto durante la tramita-
ción parlamentaria de la Ley40, sobre el fundamento mismo de la competencia del 
Estado para decidir sobre el particular. Pendiente el pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional, puede indicarse que la doctrina se ha decantado de forma mayori-
taria por considerar que esta previsión excede, en efecto, de la competencia estatal 
básica sobre el régimen local y es posible además que vulnere la autonomía local41, 
40. Tanto en el Congreso de los Diputados como en el Senado se presentaron numerosas en-
miendas que solicitaban la desaparición de esa previsión por ser «claramente inconstitu-
cional». Así la calificaba la enmienda número 437 del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso, reiterada por este mismo Grupo en el Senado (enmienda número 185). En igual 
sentido, la enmienda número 43 presentada en el Senado por dos senadores de Coalición 
canaria integrados en el Grupo Mixto, solicitaba la supresión de esa intervención por supo-
ner un «control/tutela del Ministerio de Hacienda en cuanto al modo en que se prestarán 
los servicios» que «vulnera la garantía constitucional que prohíbe la tutela preventiva, 
genérica e indeterminada». 
41. En tal sentido, y entre otras, pueden verse las consideraciones de F. VELASCO CABALLERO («El 
nuevo régimen local y su aplicación diferenciada en las distintas Comunidades Autónomas», 
op. cit., p. 11, «Títulos competenciales y garantía constitucional de la autonomía local en la 
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Municipios no van a ser privados de la prestación de sus servicios al margen de una 
voluntad libremente formada. No lo será, por el contrario, si la aplicación de otras 
reglas de la propia norma condiciona esa voluntad obligándoles de alguna forma a 
aceptar esa traslación de la gestión de sus servicios a otras instancias39. 
2.3.3. Conclusión: Una condición que no armoniza debidamente con otros contenidos 
del precepto en el que se ubica 
En cualquier caso, yen espera del pronunciamiento del Tribunal Constitucional, 
parece claro que este requisito no encaja bien en un artículo inicialmente pensado 
para transferir a las Diputaciones la prestación de servicios municipales sin parti-
cipación alguna de la entidad afectada, objetivo al que responden el resto de sus 
previsiones. De hecho, su incorporación a la norma, justo antes de la aprobación del 
Proyecto de Ley, echa por tierra la que parecía una voluntad clara del Gobierno expre-
sada desde el inicio de la reforma, la privación a los Municipios de menos de 20.000 
habitantes de la gestión de sus servicios cuando no los prestasen de acuerdo con 
determinados costes económicos previamente fijados, toda vez que esta exigencia 
pueda llevarse a cabo» no «se produce afectación alguna de la autonomía municipal, en 
tanto que las Corporaciones locales siguen conservando su capacidad decisoria». 
39. El alcance de esta exigencia sirve igualmente a la doctrina para efectuar un pronunciamien-
to sobre la constitucionalidad del precepto. En términos favorables a una posible incons-
titucionalidad de la norma se han manifestado F. VELASCO CABELLO («Capítulo 1. La ley de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración local en el sistema de fuentes», M. J. 
DOMINGO ZABALLOS (Coord.), Reforma del régimen local. Ley de Racionalización y sostenibilídad 
de la Administración Local. Veintitrés estudios, op. cit., p. 71), J. L. RIVERO YSERN («Capítulo 
1. La crisis económica y la reforma del régimen jurídico de la Administración Local», J. A. 
CARRILLO DONAIRE y P. NAVARRO RODRÍGUEZ (Coords.), La reforma del Régimen Jurídico de la 
Administración Local. El nuevo marco regulatorio a la luz de la Ley de racionalización y sosteni-
baldad de la Administración Local, op. cit., p. 37 y «La provincia en la Ley de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración local de 27 de diciembre de 2013», op. cit., pp. 18-19), 
M. ZAFRA VICTOR («Capítulo 2. Análisis y valoración sobre la constitucionalidad de la LRSL», 
J. A. CARRILLO DONAIRE y P. NAVARRO RODRÍGUEZ (Coords.), La reforma del Régimen Jurídico 
de la Administración Local. El nuevo marco regulatorio a la luz de la Ley de racionalización y 
sostenibílidad de la Administración Local, op. cit., pp. 55-77 y 86), J. M.  SOUVIRON MORENILLA 
(«Competencias propias y servicios mínimos obligatorios de los Municipios en la recien-
te reforma del régimen local básico», Cuadernos de Derecho Local. Fundación Democracia 
y Gobierno Local, número 34, 2014, p. 92), F. CASTILLO BLANCO («Una reflexión sobre la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
Local: a propósito de los servicios sociales», op. cit., p. 2301) o J. A. MORENO DE MOLINA y 
A. VILLANUEVA CUEVAS («El régimen de los servicios mínimos locales tras la reforma efec-
tuada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración local», op. cit., pp. 209-212). 
J. M. CAMPOS DAROCA, por el contrario, mantiene la constitucionalidad de la norma dado 
que la «necesaria concurrencia de los ayuntamientos en la decisión de la gestión de los 
servicios desactiva el reproche que se hacía a la regulación del coste estándar en cuanto 
menoscabo a la autonomía local» (La reforma de la Ley de bases del Régimen local, Bosch, 
Barcelona, 2014, p. 87). 
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parecer que comparten también, lo que es singularmente importante, los órganos 
consultivos que han expresado su opinión sobre esta norma en los distintos proce-
dimientos seguidos para la interposición de los recursos de inconstitucionalidad y 
el planteamiento del conflicto en defensa de la autonomía local de los que ha sido 
objeto el artículo 26. Así el Consejo de Estado, en su ya citado Dictamen 338/2014, 
de 22 de mayo, mantiene que la competencia atribuida al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas «tiene por si sola perfiles suficientemente polémicos des-
de el punto de vista de la autonomía local, habida cuenta del ámbito estrictamente 
provincial en que las Diputaciones gestionarían sus servicios municipales», en tanto 
que el Consejo consultivo de Andalucía declara en su Dictamen 165/2014, de 12 
de marzo, que la atribución de la decisión final al indicado Ministerio «claramente 
supone una lesión de la competencia prevista en el artículo 60.3 del Estatuto de 
Autonomía», pues correspondiéndole a la Comunidad Autónoma «la tutela finan-
ciera, no parece que ésta se satisfaga con la emisión de ese informe preceptivo y no 
vinculante», opinión de la que participa también el Consejo de Garantías Estatutarias 
de Cataluña que en su Dictamen 8/2014, de 27 de febrero, sostiene igualmente que 
esa intervención de la Administración del Estado excede de lo que «materialmente 
debe considerarse como norma básica porque afecta a un aspecto de la organización 
de las competencias ejecutivas de las comunidades autónomas en sus relaciones 
con los entes locales». Tampoco, finalmente, los máximos órganos consultivos de 
las Comunidades Autónomas del Principado de Asturias y Canarias dudan a la hora 
de mantener la inconstitucionalidad en la que ha podido incurrir el nuevo artícu-
lo 26.2 de la LBRL en este punto. Así el primero de ellos aprecia en su Dictamen 
51/2014, de 24 de marzo, que la intervención decisoria del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas «comporta un exceso de las bases», en tanto que el 
Dictamen 172/2014, de 8 de mayo, del órgano consultivo canario, considera que con 
ella «quedan afectadas las competencias ejecutivas» de la Comunidad Autónoma, lo 
que «no encuentra amparo en el artículo 149.1.18 CE». 
Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local», op. cit., pp. 109-110 y 
«Aplicación sistemática de la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración 
Local», Anuario de Derecho Municipal, 2013, Instituto de Derecho Local. UAM-Marcial Pons, 
Madrid, 2014, p. 46), Mal. ALONSO MAS («El nuevo régimen de las competencias municipales, 
M. J. DOMINGO ZAPALLOS (Coord.), Reforma del régimen local. Ley de Racionalización y sostenibili-
dad de la Administración Local. Veintitrés estudios, op. cit., pp. 173-4), M. MEDINA GUERRERO, «La 
reforma del régimen local: Una honda transformación de las relaciones intergubernamenta-
les», op. cit., p. 152), J. W. SOUVIRON MORENILLA («Competencias propias y servicios mínimos 
obligatorios de los Municipios en la reciente reforma del régimen local básico», op. cit., p. 
92), J. CUESTA REVILLA, («Las competencias municipales: Una aproximación a su nuevo régi-
men jurídico», op. cit., p. 109), M. SALVADOR CRESPO («Las competencias de las Diputaciones 
Provinciales en la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local», Cuadernos de Derecho Local. Fundación Democracia y Gobierno Local, 
número 34, 2014, p. 139) o R. JIMÉNZ ASENSIO («Vademécum» sobre la Ley de Racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local. 100 cuestiones en relación a su aplicación, Federación 
de Municipios de Cataluña, Barcelona, 2014, p. 139). 
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Todas las manifestaciones favorables a la posible disconformidad de la interven-
ción del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas con la norma funda-
mental tienen en su base la aceptación del carácter decisorio de su competencia, lo 
que, desde luego, no es extraño a tenor de lo dispuesto en el precepto, según el cual 
«el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada». Ahora bien, re-
sulta necesario profundizar sobre el alcance de la competencia otorgada al Ministerio 
sobre la propuesta formulada por las entidades locales. 
Aunque, una vez más, cabe reprochar al artículo 26.2 su falta de precisión, pa-
rece claro de entrada, y según resulta de sus términos literales, que la resolución del 
Ministerio está destinada únicamente a «reducir los costes efectivos de los servicios», 
de ahí que el análisis de las propuestas precedentes de las Diputaciones desde otros 
parámetros que no sean los exclusivamente derivados de esa pura valoración eco-
nómica esté fuera de su ámbito propio'''. Las dudas surgen, sin embargo, a la hora 
de concretar el contenido posible de esa resolución, los límites en los que, en su 
caso, deba desenvolverse. En principio, pudiera entenderse que el Ministerio cuenta 
con la facultad de decidir favorablemente sobre la fórmula de prestación del servicio 
escogida por las entidades locales afectadas o, en el extremo contrario, con la de 
oponerse e, incluso, cabe pensar en la posibilidad de que pueda alterar la propuesta 
recibida si considera que no es la que mejor garantiza la prestación de los servicios al 
coste debido. Pudiera ser, por ejemplo, que se le haya propuesto la creación de una 
Mancomunidad o de un Consorcio y entienda, sin embargo, que la gestión directa 
por la Diputación sirve mejor al resultado pretendido o a la inversa. Ahora bien, todas 
estas alternativas, posibles si atendemos exclusivamente a la finalidad que, de acuer-
do con la propia norma, justifica la competencia estatal, «reducir los costes efectivos 
de los servicios», se vuelven, sin embargo, dudosas cuando se las analiza desde esa 
exigencia básica impuesta por el precepto, la «conformidad de los municipios afec-
tados». En efecto, si la voluntad municipal se configura como presupuesto necesa-
rio e ineludible para que el servicio pueda dejar de ser prestado por el Municipio, 
habrá que aceptar que la competencia del Ministerio queda reducida a la simple 
verificación de que la propuesta que le formulan las Administraciones implicadas 
—Diputación y Municipios— sirve «para reducir los costes efectivos de los servicios», 
aprobándola de darse esta circunstancia y denegándola cuando, por el contrario, 
estime que no es adecuada al fin que se pretende. Ahora bien, lo que no parece que 
pueda hacer es modificar la propuesta aprobada con la anuencia de los Municipios 
concernidos. Esto es, si el Ministerio resuelve en términos negativos, el procedimien-
to deberá ponerse en marcha de nuevo al objeto de que la Diputación pueda elaborar 
una nueva «con la conformidad de los Municipios afectados». Naturalmente, y entre 
tanto se adopta una resolución definitiva, el servicio deberá seguir prestándose por 
los Municipios pues, cabe insistir en ello una vez más, sin su acuerdo no es posible 
su prestación por una instancia diferente. En definitiva, la interpretación conjunta 
de las distintas normas que integran el artículo 26.2 permite cuestionar seriamente 
42. En tal sentido, M. BASSOLS COMA («La racionalización de la Administración local en el marco 
de la sostenibilidad financiera: Panorama general», op. cit., p. 33). 
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que el precepto atribuya al Ministerio un auténtico poder de decisión. Interpretada 
además en estos términos, la previsión podrá ser inconstitucional por invadir com-
petencias autonómicas, que ciertamente puede que no queden garantizadas con el 
informe preceptivo que la disposición prevé, pero no, en principio, por su posible 
vulneración de la autonomía local, en la medida en que los Municipios retienen 
siempre el poder de decisión sobre la prestación de sus servicios. Se evidencia aquí, 
de nuevo, la complejidad que el precepto encierra fruto de esa inserción de reglas que 
apuntan en sentido contrario y son, por consiguiente, difícilmente conciliables y, lo 
que es igualmente grave, difícilmente aplicables. 
2.5. Las fórmulas posibles para la prestación de los servicios municipales: Prestación di-
recta por la Diputación o por otras entidades que permitan una «gestión compartida» 
El artículo 26.2 permite optar, como venimos viendo, entre la «prestación direc-
ta» de los servicios por las Diputaciones o «la implantación de fórmulas de gestión 
compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas». La inicial 
opción favorable a la asunción, en todo caso, de los servicios de los Municipios de 
menos de 20.000 habitantes por las Diputaciones, presente durante casi toda la tra-
mitación del Anteproyecto de Ley, se ve así modificada, en términos probablemente 
inspirados por el Consejo de Estado43, al objeto de permitir lo que, de hecho, consti-
tuye una importante realidad, que sean otras entidades distintas de la provincial las 
que presten los servicios. Puede, en primer término, considerarse acertada la expresa 
mención legal a las Mancomunidades dada su larga tradición al servicio de la presta-
ción asociada de servicios municipales y su fuerte implantación en todo el territorio, 
aunque, desde luego, no deje de causar cierta sorpresa la apuesta de este precepto en 
su favor", dado el extraordinario recelo que, con carácter general, la LRSAL muestra 
hacia estas entidades, obligándolas, en los términos dispuestos en su Disposición 
Transitoria 11a, a un proceso de adaptación de sus estatutos «para no incurrir en cau-
sa de disolución». También la referencia expresa a los Consorcios puede considerarse 
oportuna en la medida en que éstos se han consolidado como una entidad idónea 
43. En efecto, su Dictamen 567/2013, de 26 de junio, tras su rotunda crítica a la opción pro-
puesta por el Anteproyecto, sugería que se revisase el modelo en pro de otro más respe-
tuoso con la autonomía local, en el que, añadía, «se inscribe la posibilidad de regular la 
asunción de competencias municipales por otra entidad como facultativa en todo caso o 
como medida condicionada a la comprobación, a través de los oportunos trámites debida-
mente identificados y regulados en la ley, de su mayor idoneidad —que no necesariamente 
tiene que ser la Diputación Provincial, sino que también podría ser una mancomunidad o 
cualquier otra forma de asociación voluntaria de Municipios— para la prestación del servi-
cio del comprometido, lo que en todo caso requeriría la constatación previa de que esa otra 
entidad cumple con las exigencias derivadas de la legislación sobre estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera y de que la asunción por parte del servicio de que se trate 
no pone en peligro el cumplimiento de tales principios». 
44. Confirmada por alguna disposición autonómica como es el caso de la Ley de la Comunidad 
de Madrid 1/2014, de 25 de julio, de Adaptación del Régimen Local a la LRSAL que en su 
artículo 4.3 dispone que, a los efectos de lo previsto en el artículo 26.2, «se priorizará la 
fórmula mancomunada, pudiendo impulsarse su constitución» por la propia Comunidad. 
para la prestación de numerosos servicios ante la indudable ventaja que aporta su 
propia composición, abierta a la posible participación de Administraciones distin-
tas, frente a la homogeneidad de los sujetos —solo Municipios— que caracteriza la 
Mancomunidad. Los Consorcios permiten así la participación de la Diputación en 
la entidad que se crea, lo que se ha revelado especialmente útil en los casos en los 
que, por contribuir de forma importante a la financiación del servicio, la entidad 
provincial quiere participar en su gestión. La previsión finalmente de «otras fórmulas 
posibles» es igualmente conveniente dado que no cabe descartar que la prestación 
de los servicios pueda ser atribuida a algunas otras de las entidades supramunicipa-
les previstas en la propia LBRL, una Comarca o un Área metropolitana45 o, incluso 
a las que, dado su amplio poder de disposición al respecto, hayan podido crear las 
Comunidades Autónomas. 
El reconocimiento expreso por el artículo 26.2 de «fórmulas de gestión compar-
tida» para la prestación de los servicios municipales hace, de otra parte, inexplicable 
la desaparición en el apartado 1° del precepto de la regla existente en su redacción 
originaria que permitía a los Municipios prestar sus servicios «por si o asociados». 
Una eliminación que podía encontrar cierta justificación en aquellas versiones del 
Anteproyecto de Ley que establecían, como única solución para los supuestos en los 
que los Municipios no cumpliesen con el coste estándar de los distintos servicios, 
su prestación por la Diputación, pero que deja de tenerla desde el momento mismo 
en el que la norma prevé su posible gestión por entidades de otra naturaleza. La 
eliminación de esta regla resulta además contradictoria con lo establecido en los 
artículos 44 y 57 de la LBRL que, respectivamente, siguen reconociendo el derecho 
de los Municipios «a asociarse con otros en mancomunidades para la ejecución en 
común de obras y servicios determinados de su competencia», así como a integrarse 
en Consorcios con otras entidades. La prestación asociada de sus servicios es además 
una posibilidad de la que pueden hacer uso los Municipios de más de 20.000 habi-
tantes que no están afectados por la regulación dispuesta en el artículo 26.2. En de-
finitiva, la modificación en este punto del artículo 26.1 de la Ley de 1985 no parece 
suficientemente justificada. Si puede estarlo, sin embargo, la desaparición, prevista 
igualmente en la redacción originaria de esta disposición, de la posible dispensa por 
la Comunidad Autónoma a los Municipios de la prestación de sus servicios, innece-
saria quizás en el contexto de la solución prevista en el apartado 2° para los casos de 
insuficiencias de los Municipios para la prestación de sus servicios"'. 
Debe finalmente llamarse la atención sobre como son los Municipios los llama-
dos a decidir, en primera instancia, sobre la entidad que, en su caso, ha de asumir la 
45. La propia Disposición Adicional 62 de la Ley dispone que sus previsiones «se aplicarán 
respetando la organización comarcal en aquellas Comunidades Autónomas cuyos estatutos 
de autonomía tenga atribuida expresamente la gestión de servicios supramunicipales». 
46. La LBRL reformada prevé tan sólo un supuesto de dispensa. El establecido en su artícu-
lo 13.4.0 para el Municipio surgido de una fusión en relación con «los nuevos servicios 
mínimos de los previstos en el artículo 26 que le correspondan por razón de su aumento 
poblacional». 
prestación de sus servicios. Así deriva de la propia regulación de estas entidades y de 
la exigencia de «conformidad de los municipios afectados» sobre la fórmula de pres-
tación del servicio impuesta por el artículo 26.2. No creo, por consiguiente, que pue-
da considerarse, en contra de lo mantenido por algunos autores47, que el nuevo texto 
legal haya alterado el principio de voluntariedad que rige en nuestro ordenamiento 
la creación de una Mancomunidad o de un Consorcio, lo que además, y de ser así, 
sería probablemente inconstitucional. No obstante, no se oculta que la aplicación del 
nuevo artículo 26.2, también en este punto, ha de venir acompañada de innumera-
bles problemas cuya solución no se atisba nada fácil. Así, por ejemplo, si la opción 
fuera en favor de la Mancomunidad, serán los Municipios los que, como resulta en 
aplicación de las disposiciones autonómicas que las regulan, han de proceder a su 
constitución, planteándose la duda de cómo, en que momento y con que alcance 
interviene la Diputación que es la que, como indica la norma estatal, ha de proponer 
al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas «la forma de prestación» en 
un papel que parece exceder del de mera intermediaria entre la Mancomunidad, en 
este caso, y el Ministerio. 
3. EL «COSTE EFECTIVO» DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS, ELEMENTO CLAVE DEL NUE-
VO MODELO ESTABLECIDO. LA POSIBLE RETENCIÓN DE SUS SERVICIOS POR LOS 
MUNICIPIOS 
El artículo 26.2 de la LBRL, como se habrá ya advertido, introduce un nuevo 
concepto, el de «coste efectivo» de los servicios públicos en sustitución del coste es-
tándar que recogía el Anteproyecto de Ley en sus primeras versiones. Este nuevo cos-
te estándar sigue teniendo un valor fundamental en la norma en la medida en que, de 
una parte, se convierte, como ya hemos visto, en la base para la elección de «la forma 
de prestación» de los servicios municipales que las Diputaciones han de proponer al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que, a su vez, decidirá atendien-
do a una reducción de «los costes efectivos». De otra, y como de inmediato vamos a 
ver, este coste constituye el elemento determinante para una posible retención de la 
prestación de sus servicios por los Municipios. Resulta pues fundamental determinar 
en que consiste el coste efectivo, como se fija y como opera a los efectos de permitir, 
en su caso, el mantenimiento de los servicios en manos municipales. 
47. Existen, en efecto los autores que entienden, en aplicación de este precepto, que los 
Municipios pueden venir obligados por las Diputaciones a crear o integrarse en consorcios 
o mancomunidades existentes. Son los casos de J. A. MORENO DE MOLINA y A. VILLANUEVA 
CUEVAS («El régimen de los servicios mínimos locales tras la reforma efectuada por la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la Administración lo-
cal», op. cit., p. 199) o J. A. CHINCHILLA PEINADO («Capítulo 7. Las Mancomunidades de 
Municipios tras la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración local», en 
J. A. CARRILLO DONAIRE y P. NAVARRO RODRÍGUEZ (Coords.), La reforma del Régimen Jurídico 
de la Administración Local. El nuevo marco regulatorio a la luz de la Ley de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local, op. cit., pp. 282-284). 
3.1. El coste efectivo de los servicios públicos. La Orden del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas 2075/2014, de 6 de noviembre 
La LBRL regula, bien es verdad que parcamente, el coste efectivo en un nue-
vo precepto introducido por la Ley de reforma de 2013, el artículo 116 ter. En su 
aplicación, «todas las Entidades Locales calcularán antes del día 1 de noviembre de 
cada año el coste efectivo de los servicios que prestan, partiendo de los datos conte-
nidos en la liquidación del presupuesto general y, en su caso, de las cuentas anuales 
aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, correspondiente al ejercicio 
inmediato anterior». El cálculo «tendrá en cuenta los costes reales directos e indirec-
tos de los servicios conforme a los datos de ejecución de gastos mencionados en el 
apartado anterior» de acuerdo con los «criterios de cálculo» desarrollados por Orden 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. Todas las Entidades Locales 
comunicarán los costes efectivos de cada uno de los servicios a este Ministerio para 
su publicación. 
Hasta aquí una regulación en la que se aprecian carencias importantes en la 
medida en que no determina, entre otros extremos, el procedimiento para la fijación 
de este coste o el órgano municipal competente para su aprobación48. Tampoco prevé 
sanción alguna para los casos en los que los Municipios incumplan con su obligación 
de calcular, antes del 1 de noviembre de cada año, el coste efectivo de sus servicios, 
aunque es previsible que esta situación, al menos de una forma generalizada, no se 
produzca ante las negativas consecuencias que ello tendría desde el punto de vista 
de las normas de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Son todos 
extremos que previsiblemente requerirán de desarrollos normativos futuros. Hasta 
ahora además, y como ya hemos apuntamos, las normas autonómicas dictadas para 
la aplicación de la LRSAL no se han ocupado de dar respuesta a las numerosas cues-
tiones planteadas por el nuevo artículo 26.2. 
Si ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 116 ter el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas que en la Orden 2075, de 6 de noviembre de 
2014, ha regulado los criterios para cálculo del «coste efectivo» de los servicios públi-
cos, si bien «habilita al titular de la Secretaría General de Coordinación Autonómica 
y Local» para «adoptar las resoluciones y medidas necesarias para la aplicación y 
ejecución de lo dispuesto en la propia Orden»49. Al margen de los criterios de cálculo 
establecidos, cuyo análisis excede notoriamente de un estudio jurídico como este5°, 
48. Lo que tampoco hace la Orden Ministerial que lo desarrolla ante lo que V. MERINO ESTRADA 
entiende que la competencia ha de ser de los alcaldes. La importancia de sus efectos «así lo 
exige» («Los servicios públicos tras la reforma», Revista de Estudios Locales. CUNAL, núm. 
169 Ext., 2014, p. 127). 
49. Disposición Final la. 
50. Sobre los criterios fijados por la Ley puede verse el estudio de G. A. ALVAREZ ROPER 
(«Capítulo 21. La gestión coordinada o integrada de servicios a cargo de las diputacio-
nes: una visión económica», M. J. DOMINGO ZABALLOS (Coord.), Reforma del régimen local. 
Ley de Racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. Veintitrés estudios, op. cit., 
pp. 883-889). En el trabajo, de otra parte, de G. HURTADO LÓPEZ «El coste efectivo de los 
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debe destacarse que los Municipios, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición 
Transitoria Única, están obligados a facilitar, por vez primera, el cálculo de sus ser-
vicios antes del 1 de noviembre de 2015 sobre la base de los datos del ejercicio de 
2014. Será entonces cuando concurra el presupuesto de hecho necesario para la 
aplicación del artículo 26.2 y, por consiguiente, pueda valorarse su incidencia real 
sobre los servicios de los Municipios de menos de 20.000 habitantes. Habrá que 
esperar también hasta ese momento para ver que respuesta se va ofreciendo a las 
numerosas dudas interpretativas que el precepto plantea y que disposición muestran 
los Municipios a una eventual cesión de sus servicios. En este compás de espera, no 
cabe sino constatar las dificultades que previsiblemente han de acompañar a la efecti-
va aplicación del nuevo régimen legal ante su propia complejidad, las dudas jurídicas 
que plantea y la oposición política que es de esperar que genere. 
3.2. El mantenimiento por los Municipios de sus servicios. Su subordinación a una pres-
tación con un coste efectivo menor del que resultaría de su gestión por la Diputación 
o entidad equivalente 
«Cuando el Municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos ser-
vicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de gestión propuesta 
por la Diputación o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y 
coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado». 
Los Municipios, de acuerdo con este nuevo apartado del mismo artículo 26.2, 
pueden retener la prestación de sus servicios cuando «justifiquen ante la Diputación», 
y ésta «lo considere acreditado», que pueden hacerlo, no con el mismo coste con el 
que lo haría la entidad provincial u otra equivalente, sino «con un coste efectivo me-
nor». Esta norma procede de la aceptación de una enmienda presentada en el Senado 
por el Grupo Parlamentario Popular como «corrección técnica» y porque «la redac-
ción actual resulta contradictoria e incompatible con el artículo 26.1», supuestas ca-
racterísticas de las que, sin embargo, no se ofrecen sus razones y que, desde luego, no 
se atisba en donde podían encontrarse51. En la redacción de la norma propuesta por 
el Proyecto de Ley y aprobada por el Congreso de los Diputados, era la Diputación 
o entidad equivalente la que tenía que acreditar, a petición del Municipio, que «éste 
puede prestar el servicio con un coste efectivo menor». 
La disposición finalmente aprobada sitúa a los Municipios en una clara posición 
de desventaja, de dudosa constitucionalidad en opinión del Consejo de Garantías 
servicios prestados por las entidades locales: Implicaciones prácticas y criterios de cálculo» 
puede encontrarse un análisis de la Orden a partir de lo dispuesto en el borrador (Revista 
de Estudios Locales. CUNAL, núm. 169 Ext., 2014, pp. 372-379). Sobre la noción de este 
coste y su incidencia en la gestión de los servicios públicos locales me remito igualmente 
a las consideraciones de R. JIMÉNZ ASENSIO en «Vademécum» sobre la Ley de Racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local. 100 cuestiones en relación a su aplicación (op. cit., 
pp. 140-146). 
51. Enmienda número 422. 
Estatutarias de Cataluña52 compartida por algunos autores", para la que quizás no 
exista justificación adecuada, además de hacer prácticamente inviable el que puedan 
mantener la gestión de sus servicios. En principio, y por simples razones de econo-
mía de escala, su prestación en ámbitos supramunicipales ha de resultar económica-
mente más ventajosa que la circunscrita al término de cada Municipio. Ahora bien, 
la previsión es igualmente criticable en su falta de precisión y, por consiguiente, en la 
inseguridad que genera. La imposición a los Municipios del deber de demostrar su 
capacidad para prestar el servicio con un coste efectivo menor que la Diputación, no 
va acompañada de reglas sobre la forma en la que han de acreditar esta circunstancia 
y la Diputación darla por probada. Tampoco se determina algo fundamental, el mo-
mento en el que los Municipios pueden justificar que están en condiciones de prestar 
sus servicios con un coste efectivo menor. Es claro que podrán hacerlo una vez que 
los servicios vengan ya prestándose por la Diputación o entidad equivalente, pero 
también antes de que esa prestación se inicie, aunque una vez que el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas se haya pronunciado, toda vez que, hasta este 
momento, y en aplicación del propio artículo, no se sabrá cual es el coste del servicio 
y, por consiguiente, no existirá sencillamente parámetro de valoración. Debe también 
repararse en que la decisión la adopta la Diputación sin intervención, a diferencia de 
lo previsto para la resolución sobre una gestión directa por ella misma o una «fórmu-
la de gestión conjunta», del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas". 
Igualmente debe advertirse que el precepto sólo confiere a las Diputaciones la com-
petencia para decidir sobre el mantenimiento de los servicios en manos municipales, 
lo que suscita la duda sobre si ésta es también la instancia competente en los casos 
en los que la gestión la vengan desarrollando otras instancias. Finalmente, y desde 
otro punto de vista, debe llamarse la atención sobre como la norma reconoce a los 
Municipios no sólo la posibilidad de que puedan volver a «asumir la prestación», 
sino también la «coordinación de estos servicios», planteando el interrogante de a 
que «coordinación» se refiere exactamente. Retenido el servicio por el Municipio, 
éste procederá a su gestión sin que se acierte a comprender que tipo de potestad 
coordinadora ha de ejercer y sobre quien ha de ejercerla". Confiemos en que el or-
denamiento autonómico y la propia aplicación del precepto estatal resuelvan estos 
extremos que vienen a sumarse a los otros muchos por aclarar en la norma. 
52. Dictamen 8/2014, de 27 de febrero. 
53. En tal sentido, M. MEDINA GUERRERO, «La reforma del régimen local: Una honda transforma-
ción de las relaciones intergubernamentales», op. cit., p. 152. 
54. J. CUESTA REVILLA ha cuestionado la disparidad de tratamientos que la Ley ofrece así a deci-
siones que responden a un mismo fundamento, que los servicios se presten al menor coste 
posible («Las competencias municipales: Una aproximación a su nuevo régimen jurídico», 
op. cit., p. 110). 
55. J. CUESTA REVILLA parece considerar que lo que el precepto prevé es la posibilidad de 
que un Municipio pueda «asumir la coordinación de su ejercicio por varios munici-
pios» («Las competencias municipales: Una aproximación a su nuevo régimen jurídi-
co», op. cit., p. 110). 
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IV. VALORACIÓN FINAL: LA CONVENIENTE REFORMA DEL PRECEPTO 
El análisis de los antecedentes y procedimiento de elaboración de la LRSAL 
evidencia que los servicios propios de los Municipios de menos de 20.000 habi-
tantes estuvieron siempre en el punto de mira de una reforma que, bajo la premisa 
de que su prestación en ellos es considerablemente más cara que en entidades con 
umbrales de población superior, apuesta de forma clara por su «absorción» por las 
Diputaciones provinciales. De esta forma, el Anteproyecto de Ley presentado por 
el Ministro competente al Consejo de ministros en el verano de 2012 y del que 
van conociéndose sucesivas versiones en los meses posteriores, prevé un mecanis-
mo de traspaso de la gestión de estos servicios a las Diputaciones, cuya aprobación 
hubiera supuesto, desde luego, una reforma drástica del régimen precedente, «una 
auténtica "deconstrucción" del sistema local de gobierno que, no sin dificultades, 
se ha ido construyendo en los últimos treinta años»56. Ahora bien, este objetivo, eje 
básico de la reforma pretendida por el Gobierno, se diluye de tal modo durante la 
tramitación del Anteproyecto, que la originaria asunción por las Diputaciones de los 
servicios de los Municipios de menos de 20.000 habitantes cuando éstos, hipótesis 
perfectamente previsible en la generalidad de los casos, no cumplieran con el coste 
estándar, queda convertida, en la Ley finalmente aprobada, en una atribución a la 
entidad provincial de una «coordinación» consistente en una propuesta al Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas sobre la prestación del servicio por ella 
misma o «la implantación de fórmulas de gestión compartida», propuesta que se ha 
de producir además con «la conformidad de los Municipios afectados». Ahora bien, 
esta nueva regulación, contenida en el reformado artículo 26.2 de la LBRL, carece de 
la precisión y coherencia exigibles a toda norma jurídica. 
En efecto, este precepto, como consecuencia sin duda de las sucesivas modifi-
caciones de las que es objeto, incorpora normas que no admiten una fácil interpre-
tación armónica. La apuesta por la prestación de los servicios por las Diputaciones, 
idea originaria de la reforma y que sigue luciendo en la norma bajo esa «coordina-
ción» que el precepto les atribuye, no parece estar en adecuada sintonía con el dere-
cho de los Municipios a manifestar a «su conformidad» con la forma de prestación 
del servicio propuesta por la entidad provincial. Es claro que la LRSAL pretende algo 
más que el reconocimiento de una posible prestación de los servicios municipales en 
ámbitos territoriales que superen a los de los distintos términos, algo que ya estaba 
además establecido en nuestro Derecho, quiere que sean las Diputaciones o entida-
des equivalentes las que con carácter general asuman la prestación de los servicios 
de los Municipios de menos de 20.000 habitantes, objetivo que esa exigencia de 
conformidad municipal puede hacer sencillamente inviable. 
Ahora bien, el modelo finalmente aprobado destaca también por su propia com-
plejidad en la medida en que la decisión sobre quien ha de prestar el servicio exige 
aunar, en cada caso, la voluntad de cuatro Administraciones distintas: Municipios, 
56. En términos tomados de L. E. FLORES DOMÍNGUEZ, «Reforma o "deconstrucción" del gobier-
no local en España», Diario de Derecho Municipal, Iustel, 18 de junio de 2013. 
provincias, Comunidad Autónoma y Administración del Estado, sin que la Ley se 
haya ocupado, lo que debe justamente reprochársele, de articular la participación de 
unas y otras y de determinar con claridad las consecuencias de la eventual negativa 
de alguna de ellas al traspaso de los servicios municipales a una instancia diferente. 
La LRSAL no se pronuncia sobre extremos fundamentales del propio modelo es-
cogido. Así, y entre los más destacados, la determinación de como y cuando se ha 
de producir la intervención municipal y las consecuencias de un pronunciamiento 
contrario de la entidad a la forma de gestión del servicio propuesta por la Diputación, 
silencio que igualmente se produce en relación con una eventual valoración negativa 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas sobre la propuesta formu-
lada por las entidades locales. Tampoco la posible retención de sus servicios por los 
Municipios queda suficiente regulada, no obstante su importancia. 
En definitiva, en el Anteproyecto de Ley conocido en julio 2012 había, gustara 
o no, un modelo coherente. Ahora bien, ese modelo, alumbrado desde criterios pu-
ramente económicos, es, y así se encarga de destacarlo el propio Consejo de Estado, 
de dudosa constitucionalidad, lo que propicia una serie de reformas, hechas ya sin 
una visión de conjunto y con un objetivo probablemente imposible de alcanzar, man-
tener esa absorción de servicios por las Diputaciones Provinciales, en el eje de la re-
forma desde el primer momento, sin que ello sea inconstitucional por afectación del 
principio de autonomía local. El resultado es, como hemos analizado, un precepto 
complejo, quizás contradictorio en algunas de sus previsiones fundamentales, con la-
gunas en extremos básicos y, a resulta de todo ello, de muy difícil aplicación, aunque 
sobre ésta no tenemos aún experiencia en la medida en que hasta finales de 2014 no 
se aprobó la Orden ministerial, prevista en el artículo 116 ter de la LBRL reforma-
da, que regula como se ha de proceder al cálculo del coste efectivo de los servicios 
municipales y no es hasta el 1 de noviembre de este año cuando los Municipios, en 
cumplimiento de la propia Orden, han de proceder, por primera vez, al cálculo de 
esos servicios y a facilitar la información al indicado Ministerio. 
En este compás de espera y pendientes igualmente del pronunciamiento del 
Tribunal Constitucional sobre el nuevo artículo 26.2 de la LBRL, quizás sea oportuno 
valorar la conveniencia de su propia reforma a partir de una reflexión sobre el papel 
que realmente sea desea otorgar a Municipios y Provincias" en la garantía de los ser-
vicios en todo el territorio del Estado. Ahora bien, así como sobre ello pueden existir 
distintas posiciones, todas ellas válidas y legítimas, en lo que solo puede existir una 
57. Tampoco debe dejar de señalarse que la aplicación del precepto obliga a las Diputaciones 
a adecuar sus estructuras y métodos tradicionales de funcionamiento a unos nuevos co-
metidos para los que probablemente no están, como viene destacándose. En tal sentido, F. 
FERNÁNDEZ-FIGUEROA GUERRERO («Las Diputaciones Provinciales y los Gobiernos intermedios 
en la reforma local», J. A. SANTAMARÍA PASTOR (Coord.), La reforma de 2013 del Régimen local 
español, op. cit., p. 167), J. M. CARBONERO GALLARDO («Capítulo 6. El nuevo papel de las 
Diputaciones Provinciales», op. cit., pp. 257-258), J. L. RIVERO YSERN («Capítulo 1. La crisis 
económica y la reforma del régimen jurídico de la Administración Local», op. cit., p. 41) o 
R. RIVERO ORTEGA «Alteraciones de la planta municipal y reinvención de las Diputaciones», 
Revista de Estudios Locales. CUNAL, núm. 169 Ext., 2014, p. 81). 
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respuesta posible es en la necesidad de una regulación normativa suficiente, coheren-
te y dotada de la precisión y claridad propias de toda norma jurídica, características 
con las que hoy no cumple el indicado precepto. Así lo impone sencillamente el 
principio de seguridad jurídica recogido en el artículo 9.3 de la Constitución. 
